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RESOLUCIÓN DE PROCEDIMIENTO SANCIONADOR POR INFRACCIÓN
DE LA NORMATIVA DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES

Resolución RPS-2026/018

Procedimiento Sanciona-
dor

PS-2025/018

Expediente RCO-2023/115

Entidad incoada Ayuntamiento de Andújar

Motivo de la reclamación Toma de fotografía por parte del personal del órgano reclamado a la
persona reclamante e incorporación de la misma a un expediente
disciplinario 

Artículos afectados Artículos 5.1.c) y 13 RGPD

Abreviaturas:
RGPD. REGLAMENTO (UE) 2016/679 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO de 27 de abril de 2016 relativo a la
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de es -
tos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos)
LOPDGDD. Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos
digitales.
LOPDP. Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos personales tratados para fines de prevención,
detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales.
LTPA. Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía
ESTATUTOS CTPDA. Estatutos del Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía, aprobados por
Decreto 434/2015, de 29 de septiembre.
LPAC. Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas
LRJSP. Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.
ENS. Real Decreto 311/2022, de 3 de mayo, por el que se regula el Esquema Nacional de Seguridad.

ANTECEDENTES 

Primero. Presentación de la reclamación.

1. Con fecha 26 de junio de 2023, tuvo entrada en el Consejo de Transparencia y Protección de
Datos de Andalucía (en adelante, el Consejo) reclamación por una presunta infracción de la
normativa de protección de datos personales.

2. La reclamación se presentó originariamente ante la Agencia Española de Protección de Datos,
dando esta traslado de la misma al Consejo por ser la autoridad de control competente en su
tramitación.

3. En la misma se expone lo siguiente:

“[...] vengo a exponer los hechos ocurridos, presuntamente habiendo violentado mi intimi-
dad e imagen contrariando la Ley de Protección de Datos en base a lo siguiente.
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Que el dd/mm/aa, a las hh:mm (nombre y apellidos) como responsable de limpieza del (…)
Ayuntamiento de Andújar, tomó fotografía con su móvil, la cual utilizó en un expediente
administrativo para [persona reclamante] ser expedientado/a, con una suspensión de em-
pleo y sueldo de seis días.

Que habiendo sido tomada en un establecimiento ajeno a mi empresa, siendo para la que
trabajo, el [...] Ayuntamiento de Andujar, vengo a reclamar mi derecho a la protección de
datos, donde no tengo porque soportar el seguimiento de un/a superior y menos ser foto-
grafiado/a por él/ella, para luego sean utilizados como fines espurios.
[...]”

A dicho escrito se acompañaba:

1-La foto indicada, donde se puede apreciar a la persona reclamante en el interior de lo que
parece un [establecimiento].
2- Copia del Acta de la sesión extraordinaria realizada por el Comité de Empresa, en fecha dd/
mm/aa relativo al expediente disciplinario seguido a la persona reclamante. Dicha copia fue fa-
cilitada a la persona reclamante por la secretaria del expediente disciplinario. 
3- Copia de parte de lo que parece ser el expediente disciplinario referido.

Segundo. Traslado previo al Delegado de Protección de Datos (DPD). Arts 37.1 y  65.4 
LOPDGDD. 

1. El 4 de septiembre de 2023 se dio traslado de la reclamación al DPD de la entidad reclamada para
que, en el plazo máximo de un mes, informara en relación con las circunstancias expuestas en la
misma, las medidas existentes en el momento de producirse los hechos, así como de las medidas
que se hubieran podido adoptar tanto en relación con lo expresado en la reclamación como, en su
caso, para que no se produjeran situaciones similares en el futuro y otras informaciones y docu-
mentación.

2. Con fecha 5 de octubre de 2023, se recibe escrito de los DPD de la entidad reclamada, donde ma-
nifiesta lo siguiente:

“ [...] Una vez tiene entrada dicha reclamación se remite Expt. nnn a los Delegados de Protec-
ción de Datos, con fecha dd/mm/aa desde el Área de Recursos Humanos, el expediente disci-
plinario iniciado a instancias del Área de Servicios, Infraestructura y Urbanismo, con fecha dd/
mm/aa, con los informes que obran en el mismo.

De conformidad con la resolución de alcaldía-presidencia de fecha dd/mm/aa, en virtud la
cual se resuelve expediente disciplinario por infracción de los art. 67.4.2 (incumplimiento
de órdenes de trabajo) y art. 67.4.7 (abandono del puesto de trabajo), ambos del Convenio
del personal laboral de este Ayuntamiento, recayendo una sanción por infracción “grave”
de suspensión de empleo y sueldo por seis días, a la persona reclamante. 

Consta así mismo en el Expediente, una serie de pruebas que sirven de base para la aper-
tura, propuesta y resolución del mismo, entre las que se encuentra la toma de fotografía a
la persona reclamante por parte de personal municipal fuera de lugar de trabajo pero en
horario laboral, cuya incorporación al expediente de referencia no ha sido sometido a con-
sulta de los Delegados de Protección de Datos. 

Los Codelegados son del parecer de la jurisprudencia constitucional de que si el derecho a
la intimidad actúa como barrera frente a injerencias o intromisiones de otros, el derecho a
la protección de datos “consiste en un poder de disposición y de control sobre los propios
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datos personales; si el derecho a la intimidad veda el conocimiento por parte de terceros
de ciertos aspectos de la persona (aspectos íntimos o relativos a su vida privada y fami-
liar), el derecho a la protección de datos proporciona garantías de disposición y control res-
pecto de datos personales que pueden pertenecer o no al ámbito de la intimidad y que
pueden ser objeto de conocimiento y manejo por parte de otros; si el derecho a la intimi-
dad es derecho de abstención de otros respecto de nuestra esfera personal, el derecho a la
protección de datos implica autodeterminación sobre nuestros datos. Pero por otro lado,
existen derechos y deberes constitucionales en conflicto; por un lado el derecho a la pro-
tección de datos y, por otro, el poder de dirección empresarial imprescindible para la bue-
na marcha de la organización productiva, que es reflejo de los derechos constitucionales
reconocidos en los artículos 33 y 38 de la CE. Esta facultad de control prevista en la ley le-
gitima el control empresarial del cumplimiento por los trabajadores de sus tareas profesio-
nales, sin perjuicio de que serán las circunstancias de cada caso las que finalmente deter-
minen si dicha fiscalización llevada a cabo por la empresa ha generado o no la vulneración
del derecho fundamental en juego. 

Este Ayuntamiento para control laboral tiene un sistema de fichado consistente en tarjeta
identificativa de proximidad, mediante el que quedan registradas en el portal del emplea-
do público, las horas de entrada y salida. Así mismo, tiene unos códigos en el que se regis-
tran las incidencias de la jornada laboral, en la forma que se indica, constando también
como medio de prueba el registro de estas incidencias en el expediente de referencia.
 (… imagen…)

En la actualidad y con la nueva organización administrativa tras las elecciones municipa-
les, se ha remitido por el responsable del tratamiento, Providencia de Alcaldía-Presidencia
de fecha 21 de septiembre de 2023, en la que se incluyen una serie de actividades de tra-
tamiento genéricas elaboradas por los Codelegados para que sean identificadas por los Je-
fes de Área, Servicios y de Sección conforme a la estructura orgánica municipal y así poder
culminar la elaboración del Registro de Actividades de Tratamiento del Ayuntamiento de
Andújar, no obstante, desde esta institución se vienen realizando recomendaciones cons-
tantes a todas las áreas en materia de protección de datos. Entre las fichas propuestas
existe para el Area de Recursos Humanos la denominada “EXPEDIENTES DISCIPLINARIOS”,
que está pendiente, dentro del plazo límite otorgado, para que elabore una ficha nueva a
partir de la remitida, o modifique la propuesta. [...]”.

Tercero.  Admisión  a trámite  de la  reclamación  y apertura  de Actuaciones Previas  de
Investigación (arts. 65.5 y 67.1 LOPDGDD; Art. 55.2 LPAC). 

El 30 de octubre de 2023 el Director del Consejo, transcurrido el plazo de tres meses desde que la
reclamación tuvo entrada en este Consejo sin que se hubiera dictado acuerdo expreso en relación
con la admisión o inadmisión a trámite de la misma, acordó el inicio de actuaciones previas de in-
vestigación, a los efectos de lograr una mejor determinación de los hechos y circunstancias rele-
vantes que justificaran la incoación de un posible procedimiento sancionador. 

Cuarto. Sobre las Actuaciones Previas de Investigación.

1. Con el objeto de completar la información relacionada con los hechos denunciados, el , se requirió
al órgano reclamado para que remitiera información y documentación sobre las causas que habían
motivado la incidencia y las actuaciones llevadas a cabo en relación con la reclamación. 

2. El  5 de diciembre de 2023, los DPD de la entidad reclamada remite contestación al requerimiento
donde, en relación a los hechos denunciados, aduce lo siguiente:
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“ [...] En respuesta a comunicación realizada con fecha 4 de septiembre de 2023, se emitió
por esta Institución, informe de fecha 4/10/2023, en virtud del cual se ponía de manifiesto
entre otras cuestiones, el texto que se reproduce de tenor literal:

 […] “Consta así mismo en el Expediente, una serie de pruebas que sirven de base para la
apertura, propuesta y resolución del mismo, entre las que se encuentra la toma de fotogra-
fía a la persona reclamante por parte de personal municipal fuera de lugar de trabajo pero
en horario laboral, cuya incorporación al expediente de referencia no ha sido sometido a
consulta de los Delegados de Protección de Datos.

Los Codelegados son del parecer de […] [se reitera el parecer de los codelegados ya ex-
presado en la respuesta al traslado al DPD] […]. 

Para atender el asunto “Cdo. Admisión y Rq. Información” que ese Consejo de Transparen-
cia ha dirigido al Ayuntamiento de Andújar:

[...]

 3.- Legitimación, de acuerdo con el artículo 6 RGPD, para la captación de imágenes de los
empleados fuera del centro de trabajo e incorporación posterior a un expediente sanciona-
dor (3).

El art. 6 del Reglamento (UE) 2016/679 DEL PARLAMENTO EUROPEO DEL CONSEJO de 27
de abril de 2016 establece que el tratamiento sólo será lícito si da alguna de las siguientes
condiciones, en este caso, la del artículo 6.1 c) “para el cumplimiento de una obligación le-
gal aplicable al responsable del tratamiento” y que se pone en relación con el art. 8.1 de la
Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de
los derechos digitales. 

4. y 5.- Descripción de los sistemas empleados para controlar el cumplimiento horario de
los trabajadores (4). Confirmar o no, si el sistema de control utilizado permite controlar las
salidas y entradas intermedia del personal, como la reclamante (5). 

De conformidad con el informe emitido en fecha 4/10/2023, en el mismo se hacía una des-
cripción del sistema empleado para controlar el cumplimiento horario de los trabajadores.
En relación al mismo, se explica a continuación con mayor detalle: 

Este Ayuntamiento para control del horario laboral dispone de un sistema de fichaje me-
diante tarjeta identificativa de proximidad [...]

Consiste en terminales [...] situados en los edificios municipales mediante el que quedan
registradas en el Portal del Empleado público, las horas de entrada y salida del personal
municipal. Así mismo, dispone de unos códigos mediante los que se registran las inciden-
cias de la jornada laboral, en la forma que se indica. 

(...imagen...)

En los lugares donde no ha sido posible la instalación de los terminales anteriormente cita-
dos se dispone de lectores proximidad [...] conectados mediante usb a un ordenador que
realizan las mismas funciones. 

[...]
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A través del Portal del Empleado, el empleado tiene acceso a su información sobre horarios
de entrada-salida, incidencias y permisos solicitados. De igual manera, el Jefe de Área dis-
pone de acceso de toda esa información de todo el personal de su departamento. 

En respuesta al apartado 5, se ha de confirmar que sí existe en el Ayuntamiento de Andú-
jar ese control de salidas y entradas.

 6.- Indicación de si se dispone de sistema de videovigilancia adecuadamente señalizado
en los puntos de acceso en el centro de trabajo de la trabajadora.

En la actualidad el Ayuntamiento de Andújar, no cuenta con un sistema de videovigilancia
en el centro de trabajo donde la reclamante presta sus servicios. 

7.- Especificación clara de las causas que han motivado la incidencia que ha dado lugar a
la reclamación.

 Se adjunta al presente informe del Jefe de Recursos Humanos e instructor del expediente
disciplinario de fecha 30 de Noviembre de 2023. 

8. En relación con la incidencia acerca de la utilización de un móvil para hacer una foto de
la reclamante realizada por el/la responsable de limpieza, certificación acerca de que dicho
móvil es particular u oficial. 

Se adjunta al presente informe en el que consta la declaración de el/la responsable de lim-
pieza del servicio de limpieza, de fecha 30 de Noviembre de 2023. 

9.- Procedimiento empleado para informar a los interesados del tratamiento de sus datos
personales (imagen) dando cumplimiento a los requisitos exigidos por RGDP, así como co-
pia del contenido de la mencionada información y documentación acreditativa de que se
facilitó a la reclamante o, en caso contrario, motivo de no haberla dado.

En cuanto a este apartado, solicitado por ese Consejo de Transparencia “en el ámbito labo-
ral el consentimiento del trabajador se entiende implícito en la relación negocial, siempre
que sea necesario para el mantenimiento y el cumplimiento del contrato firmado por las
partes”. No obstante, persiste un deber de información (STC 39/2016) pese a que la nor-
mativa laboral faculta expresamente al empresario para adoptar las medidas de vigilancia
y control para verificar el cumplimiento de los trabajadores y sus tareas profesionales, sin
perjuicio de que sean las circunstancias del caso las que finalmente determinen si dicha
fiscalización llevada a cabo por la empresa ha generado la vulneración del derecho funda-
mental en juego”. 

Por otro lado, el Considerando 61 del RGPD, establece “que se debe facilitar a los interesa-
dos la información sobre el tratamiento de sus datos en el momento en que se obtengan
de ellos o, si se obtienen de otra fuente, en un plazo razonable, dependiendo de las cir-
cunstancias del caso” y el art. 14.5 de dicho Reglamento viene a decir: […] “las disposicio-
nes de los apartados 1 a 4 referidas a la información que deberá facilitarse cuando los da-
tos personales no se hayan obtenido del interesado, no serán aplicables cuando y en la
medida en que: “los datos personales deben seguir teniendo carácter confidencial sobre la
base de una obligación de secreto profesional regulada por el Derecho de la Unión o de los
Estados miembros, incluida una obligación de secreto de naturaleza estatutaria”. Así mis-
mo, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos considera que el derecho laboral “tiene ca-
racterísticas específicas que deben tenerse en cuenta. La relación empresario-empleado es
contractual con derechos y obligaciones particulares de ambas partes, y se caracteriza por
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la subordinación jurídica, pero también reconoce que el derecho a la vida privada, cuyo de-
recho puede reconducirse al derecho a la intimidad personal (art. 18.1 CE), presenta carac-
terísticas específicas en el ámbito laboral. 

En este punto no debemos olvidar que la fotografía (dato personal) (tomada el dd/mm/aa)
se incorpora a un procedimiento disciplinario laboral, para el que se debe guardar el deber
de sigilo y confidencialidad del art. 52 del RD Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el
que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público y del
que tiene conocimiento la reclamante, en un plazo razonable y breve (dd/mm/aa), según
los datos que constan en del Expt. nnn. 

“Por tanto los principios de información y consentimiento que se configuran como elemen-
tos esenciales del contenido de este derecho fundamental; para el caso de que no se ha-
yan respetado esos principios habrá que realizar una tarea de ponderación o juicio de pro-
porcionalidad a fin de valorar la justificación o no de la medida adoptada (STC 119/2022,
de 29 de septiembre de 2022). 

Con fecha 04/10/2023, se remite comunicación interior al Jefe del Servicio de Recursos Hu-
manos en virtud del cual se solicita:”se emita el/los correspondientes informes, en el que
se expongan las circunstancias del caso concreto en el expediente de referencia, con pon-
deración y/o juicio de proporcionalidad a fin de valorar, la justificación o no de la medida
adoptada a los efectos de determinar si la empresa ha generado o no la vulneración del
derecho fundamental en juego”. En el informe que se remite se dice, respecto de la toma
de fotografía, del siguiente tenor literal:” la segunda infracción donde se integra la fotogra-
fía, al que se hace referencia en el Informe del Jefe del Área de Servicios, Infraestructuras
Urbanas y Urbanismo, de fecha 26/10/2022 y que tal y como hace constar el/la responsa-
ble del servicio de limpieza, fue captada en la vía pública (acerado junto a la puerta de ac-
ceso) de forma puntual, [...]. Es más, de dicha fotografía, lo importante era la hora en que
fue captada, ya que se trataba de un horario laboral, fuera de la hora de desayuno fijada, y
que servía para contrastarla con respecto al registro de fichaje de la empresa, en la que se
constaba que no se había fichado dicha salida”. 

Según dicho informe:
 - La medida ha supuesto reforzar la actitud incumplidora de la persona trabajadora en el
cumplimiento de sus deberes y obligaciones laborales. 
- El alcance de la misma tiene un carácter puntual y es tomada por el/la responsable del
servicio de limpiadoras/res.
 - Respecto del lugar de la toma, es desde el viario público (acerado junto a la puerta de
acceso)
- En cuanto a la necesidad de la medida, en las circunstancias del caso, parece que la im-
portancia de dicha fotografía, lo importante era acreditar la hora (hh:mm horas) en que fue
captada, ya que se trata de un horario laboral, fuera de la hora de desayuno fijada, y que
servía para contrastar con respecto al registro de fichaje de la empresa, en la que se cons-
tataba que se había fichado dicha salida.
 - Así mismo, la captación en cuestión no es la única prueba en la que el instructor del pro-
cedimiento disciplinario ha basado sus conclusiones. 

10. A la vista de la situación reclamada, y si fuera el caso, detalle las medidas adoptadas
por el responsable para solucionar la incidencia objeto de la reclamación, así como que de
las medidas adoptadas para evitar que se produzcan incidencias similares en el futuro.
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Se vuelve a indicar que ante la situación reclamada, esta institución ha tenido conocimien-
to de la misma, con fecha 04/09/2023 [...], en virtud de la comunicación electrónica dirigi-
da al Ayuntamiento por ese Consejo de Transparencia. 

Aunque en el informe del Área no consta el aspecto sobre este punto, en reuniones mante-
nidas se han realizado las siguientes RECOMENDACIONES de conformidad con lo estableci-
do en el art. 38. 1 RGDP:

- Se garantice la invitación a los DPD a participar con regularidad en reuniones del Jefe de
Área y de Sección. 
- Que se tome en consideración la opinión de los DPD cuando se tomen decisiones con im-
plicaciones para la protección de datos. Toda la información pertinente debe transmitirse a
los DPD a su debido tiempo con el fin de que pueda prestar un asesoramiento adecuado.

 - La opinión del DPD se debe tener debidamente en cuenta. En caso de desacuerdo y
como buena práctica, se documentarán los motivos por los que no se sigue el consejo del
DPD.

 11.- Cualquier otra información relevante o actuación llevada a cabo en relación con los
hechos reclamados; en particular, cualquier respuesta que haya podido dirigirse a la perso-
na reclamante, con la acreditación de su remisión y, en su caso, recepción. 

Respecto de la persona reclamada, los DPD han informado a la misma que se había solici-
tado informe al Área correspondiente para su envío a este Consejo de Transparencia. Así
mismo se dará traslado de las consideraciones vertidas en este informe a la reclamante, a
los efectos del ejercicio de derechos que considere convenientes a su interés y a las Áreas
de Recursos Humanos y de Infraestructuras, Servicios, Urbanismo y Vivienda.(...)” 

A dicho escrito se acompañaba:

[...]
2- Informe del Jefe de Servicio de RRHH del órgano reclamado, en el que se indica:

“(...), donde hace constar, como hecho fundamental y principal, el comportamiento de la ci-
tado/a trabajador/a por incumplir de forma permanente ordenes e instrucciones dadas por
superiores jerárquicos tal como consta en los mismos y de forma complementaría y como
refuerzo de lo anterior, el abandono de su puesto sin que conste en su fichaje dicha salida
para la compra en un supermercado de suministros particulares.

Una vez se inicia el referido expediente, se da tramite al mismo con petición de todos los
informes y pruebas que resultan necesarios, en relación a las órdenes e instrucciones da-
das e incumplidas por la misma, pues prácticamente todo el expediente pivota sobre la
misma infracción consistente en el “incumplimiento de las órdenes o instrucciones de las
personas con superior rango jerárquico relacionadas con el trabajo y de las obligaciones
concretas del puesto de trabajo o las negligencias de las que se deriven o puedan derivarse
perjuicios graves para el servicio” .

La segunda infracción, consistente en el “abandono del puesto de trabajo durante la jorna-
da sin causa justificada” se trata como una infracción secundaría respecto de la anterior.
Es en esta segunda infracción donde se integra la fotografía, al que se hace referencia en
el informe del jefe de Área de Servicios, Infraestructuras Urbanas y Urbanismo, de fecha
dd/mm/aa y que tal como hace constar el/la responsable del servicio de limpieza, fue cap-
tada desde la vía pública (acerado junto a la puerta de acceso) de forma puntual, pero que
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no hacia mas que reforzar la actitud incumplidora del/la trabajador/a en el cumplimiento de
su deberes y obligaciones laborales. Es más, de dicha fotografía, lo importante era la hora
en que fue captada, ya que se trataba de un horario laboral, fuera de la hora de desayuno
fijada, y que servía para contrastarla con respecto del registro de fichaje de la empresa, en
la que constaba, que no se había fichado dicha salida. [...]”.

3- Informe del/la responsable del Servicio de Limpieza de 30 de noviembre de 2023,el que se indi-
ca:

“( …) se informa que la fotografía correspondiente al/la trabajador/a, limpiador/a municipal
(nombre y apellidos de la persona reclamante), donde aparece que se encontraba en el es-
tablecimiento de la (dirección) [...], en horario de trabajo, fue obtenida con mi teléfono mó-
vil particular el día dd/mm/aa, de forma puntual, desde la vía pública (acerado de tránsito
junto a la puerta de acceso a dicho establecimiento)”. 

Quinto.  Acuerdo de inicio  de procedimiento sancionador.  (arts.  68 LOPDGDD;  Art.  64
LPAC). 

1. El 25 de marzo de 2025 el director del Consejo dictó Acuerdo de Inicio de procedimiento sanciona-
dor contra el Ayuntamiento de Andújar, con CIF NNNNN, de las siguientes infracciones:

Infracción tipificada en el art. 83.5.a) RGPD y calificada a efectos de prescripción como muy
grave en el artículo 72.1.a) LOPDGDD, por vulneración sustancial del articulo 5.1.c) RGPD refe-
rido al “Principio de minimización” en el tratamiento de datos personales. 

Infracción tipificada en el artículo 83.5.b) RGPD; y calificada a efectos de prescripción como
muy grave en el artículo 72.1 h) LOPDGDD por vulneración sustancial de los artículos 12 y 13
RGPD, referidos a los “derechos del interesado a la información” . 

2. Notificado el acuerdo de inicio al órgano reclamado el 25 de marzo de 2025, éste presentó ale-
gaciones en las que,  manifestaba lo siguiente:

“(..:)PRIMERA.- Sobre la incorporación de una imagen (fotografía) en un procedimiento dis-
ciplinario. 

El Ayuntamiento de Andújar mediante Resolución de Alcaldía-Presidencia de fecha 24 de
Noviembre de 2023 (RESOLUCIÓN 2023 005251 24/11/2023), aprueba el Registro de Acti-
vidades de Tratamiento (en adelante RAT) del Ayuntamiento de Andújar, publicando dicho
acto, tanto en el BOP de la Provincia de Jaén (Núm. 241 de 15 de diciembre de 2023),
como en el Portal de Transparencia (https://www.andujar.es/transparencia/proteccion-de-
datos). 

En dicho RAT, consta la ficha correspondiente al tratamiento que nos ocupa, AREA 2: PER-
SONAL Y RÉGIMEN INTERIOR, Expedientes disciplinarios “Exigencia de la presunta respon-
sabilidad disciplinaria en la que ha podido incurrir el personal municipal”, siendo la Base
Jurídica  del  tratamiento  de  conformidad  con  el  artículo  6.  1  c)  del  REGLAMENTO (UE)
2016/679 del Parlamente Europeo y del Consejo de abril de 2016, “el cumplimiento de una
obligación legal aplicable al responsable del tratamiento”. Indicándose en la Ficha, la base
legal que rige un procedimiento de este tipo:
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 “Ley Orgánica 4/2010, de 20 de mayo, del régimen disciplinario del cuerpo nacional de po-
licía. Ley 6/2003, de 7 de julio, de policías locales de Andalucía Ley 2/2002, de 11 de no-
viembre de Gestión de Emergencias de Andalucía RD 33/1986, de 10 de enero, reglamento
de régimen disciplinario de los funcionarios de la Administración del Estado. Ley 39/2015
de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común Real Decreto Legislativo 5/2015,
de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico
del Empleado Público Acuerdo del personal funcionarial y Convenio del Personal Laboral
del Excmo Ayuntamiento de Andújar. Ley 5/2003, de 7 de junio, de la Función Pública de
Andalucía”. 

El procedimiento disciplinario objeto de la reclamación tuvo su fundamento en virtud de lo
establecido en el artículo 93 del TREBEP, y por remisión al mismo, lo recogido en el art. 54
del Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto re-
fundido de la Ley…. En su apartado 2.b) considera como incumplimiento contractual “la in-
disciplina o desobediencia en el trabajo” y en virtud de lo recogido en el Convenio los he-
chos referidos son constitutivos de una infracción disciplinaria grave, al amparo de lo esta-
blecido en el artículo 67.4.2 del Convenio del personal laboral de la Corporación “el incum-
plimiento de órdenes o instrucciones de las personas con superior rango jerárquico relacio-
nadas con el trabajo y de las obligaciones concretas del puesto de trabajo o las negligen-
cias de las que se deriven o puedan derivarse perjuicios graves para el servicio” y art.
67.4.7 “El abandono del puesto de trabajo durante la jornada sin causa justificada”. 

En dicho procedimiento, en ejercicio de la potestad disciplinaria del artículo 94.2 del TRE-
BEP, se han observado, los principios previstos en dicho apartado entre los que se encuen-
tra, el principio de “proporcionalidad”, en relación con el previsto en el artículo 29 de la
Ley 40/2015 de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público y así mismo, en rela-
ción con los medios de prueba previstos en el artículo 77.1 de la Ley 30/2015 de 1 de octu-
bre, del procedimiento administrativo común “Los hechos relevantes para la decisión de
un procedimiento podrán acreditarse por cualquier medio de prueba admisible en Derecho,
cuya valoración se realizará de acuerdo con los criterios establecidos en la Ley 1/2000, de
7 de enero, de Enjuiciamiento Civil”. 

La Ley de Enjuiciamiento Civil, en su exposición de motivos  “… acoge también entre los
medios de prueba, como ya se ha dicho, los instrumentos que permiten recoger y reprodu-
cir, no sólo palabras, sonidos e imágenes, sino aquéllos otros que sirven para el archivo de
datos y cifras y operaciones matemáticas”. Centrándonos en los medios empleados en el
procedimiento de disciplinario objeto de la reclamación, se basaron en: 

- Informes de Jefe de Servicios, Infraestructuras, Urbanismo y Vivienda 
- Informe del Coordinador de Servicios
- Diligencias de requerimiento a diferentes trabajadores, no solo a los superiores de la re-
clamante, sino de trabajadores de los edificios en los que la reclamante no cumplía con sus
funciones. 
- Por último, la fotografía con la imagen de la persona trabajadora. 

Dichos medios, no son otros que los previstos en el artículo 299 de la LEC, trasladados a un
procedimiento disciplinario, al que se incorpora la captación de imagen con un móvil por la
superior jerárquica de la reclamante (art. 299.2 LEC), sin olvidar que la incursión de las
nuevas tecnologías en todos los órdenes, permite dar validez a fotografías cuando esta
prueba es obtenida sin autorización o desconocimiento del que interviene. 

Por tanto, en dicho expediente disciplinario constan datos de carácter personal, necesarios
para identificar a la persona infractora y el momento de la infracción, incluyendo una ima-
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gen de la misma que permite conocer la localización de ésta en un momento en que no es-
tá realizando sus funciones laborales dentro del horario laboral,  sin justificación alguna
pues la ausencia no puede ser registrada como incidencia en la jornada laboral a través
del dispositivo, a pesar de que existan terminales físicos en las dependencias o la posibili-
dad de hacerlo mediante teléfono móvil. Lo que lleva al incumplimiento del artículo 13 del
Reglamento de control horario aprobado definitivamente el 24 de mayo de 2027 (BOP de
Jaén Núm. 97) titulado “Justificación de las ausencias” que viene a decir que “las ausencias
y faltas de puntualidad y/o permanencia del personal al servicio de este Ayuntamiento en
su puesto de trabajo requerirán aviso inmediato al Área de Personal y Recursos Humanos
(por teléfono, correo electrónico, etc, preferentemente durante la primera hora de ausen-
cia del trabajo, así como su posterior acreditación que deberá ser visado por el Jefe del
Servicio y/o Concejal del Área correspondiente y posteriormente remitido al Área de Perso-
nal y RRHH, en el plazo máximo de 3 días hábiles desde la producción del hecho causan-
te”. 

La relación que mantiene el principio de minimización de datos del artículo 5.1 c) del RE-
GLAMENTO (UE) 2016/679, con el principio de proporcionalidad, argumentado y de obser-
vación obligada en el procedimiento de referencia, efectivamente y en palabras del propio
CTyPD, no ha de limitarse a restringir la cantidad de datos tratados, pero si SE HA IMPUES-
TO EL ESTÁN de dar necesidad y proporcionalidad a la incorporación, dada la finalidad con-
creta del tratamiento en un expediente disciplinario que viene impuesto a este Ayunta-
miento por obligación legal y que viene legitimado por la competencia que ostenta la per-
sona titular del Ayuntamiento de Andújar como responsable de la jefatura del personal de
la misma. Consiguientemente, la condición que legitima el tratamiento por parte del Ayun-
tamiento sería la prevista en el artículo 6.1e) RGPD: “el tratamiento es necesario para el
cumplimiento de una misión realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públi-
cos conferidos al responsable del tratamiento (art. 8.2 LOPDGDD…., “cuando se derive de
un competencia atribuida por una norma de rango de ley”). 

Por otro lado, entre los contextos más comunes en los que puede surgir la cuestión del in-
terés legítimo, el Dictamen 06/2014 apunta expresamente a la prevención del fraude, la
supervisión de los empleados con fines de seguridad o de gestión y los regímenes internos
de denuncia de irregularidades, aunque en todo caso debe procederse a la ponderación
entre este interés legítimo y los intereses y los derechos de los afectados atendiendo a las
correctas circunstancias concurrentes en cada supuesto. Y en este caso dichas circunstan-
cias se concretan en: 

- El contexto en que se hizo la fotografía, de día, en un lugar público y en un mo-
mento casual, puntual y normal de la vida cotidiana de la persona reclamante como
es [...establecimiento y hora] pero que lo hace incompatible con el cumplimiento de
la jornada laboral. No se produce un seguimiento individualizado, como ha manifes-
tado dicho consejo, sino que el/la responsable de limpieza, se traslada de un centro
a otro para realizar trabajos de inspección, dar instrucciones a los diferentes equi-
pos de limpiadores, pasar por la Casa Consistorial y acudir a los diferentes centros
de trabajo para la oportuna supervisión y coordinación, no cuenta con sede física
propia del servicio y despacha con los diferentes Jefes de área y de servicios, en di-
ferentes dependencias municipales realizando un trabajo de calle que la llevó a to-
mar la foto de manera casual. 

- La necesidad de la medida, el único método de control horario existente es el de
fichaje de entrada y salida, no existen cámaras en los edificios municipales que per-
mitan controlar si realmente lo recogido en el fichaje de entrada y salida se corres-
ponde con la realidad, es decir, la trabajadora está obligada a fichar cualquier en-
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trada y salida del edificio donde se encuentre, lo cual incumplió pues salió del edifi-
cio dentro de la jornada laboral, sin fichar dicha salida y fuera del horario de des-
ayuno, sin existir ninguna otra posibilidad de poder probar dicho incumplimiento,
pues la citada persona trabajadora en sus alegaciones iniciales, manifestó que no
había salido del edificio. Solo la obtención de dicha foto, casual y fortuita, sin perse-
cución de ningún tipo, por parte de ningún trabajador, permitió contrastar los ficha-
jes de entrada y salida con la hora en la que fue obtenida la foto, de lo que se deri-
vaba la conclusión del claro incumplimiento de abandono de su trabajo, por ello al
ser un hecho donde se obtuvo una foto por parte de otra persona trabajadora, de
forma casual y fortuita, difícilmente se puede informar previamente a la persona
trabajadora y obtener su consentimiento, lo que implica que con el mecanismo or-
dinario de control establecido no podía probarse el referido incumplimiento. 

- El destino de la fotografía, se une a un procedimiento administrativo disciplinario
que consta de otros medios de prueba como se ha expresado anteriormente, y para
el que no sólo se debe guardar deber confidencialidad, sino que no ha sido utilizado
en otro contexto, ni tampoco se ha dado publicidad a la misma, más allá del ámbito
estrictamente disciplinario. 

- El ámbito de protección del derecho a la propia imagen. El derecho a la propia
imagen “garantiza un ámbito privativo de la propia personalidad ajeno a injerencias
externas,  impidiendo la obtención, reproducción o publicación por un tercero de
una imagen que contenga los rasgos físicos que permita conocer su identidad. El
derecho a la propia imagen se halla protegido en el artículo 18.1 CE y desarrollado
en la LO 1/82 cuyo artículo 7.5 considera intromisión ilegítima la captación, repro-
ducción o publicación por fotografía,  filme o cualquier otro procedimiento,  de la
imagen de una persona en lugares o momentos de su vida privada o fuera de ellos,
salvo los casos previstos en el artículo 8.2 de la propia Ley Orgánica. 

Sin embargo, el derecho a la propia imagen, como cualquier otro derecho, no es un
derecho absoluto sino que se encuentra sujeto a las limitaciones derivadas de los
demás derechos fundamentales-en relación con un juicio  de proporcionalidad-  o
con singulares circunstancias,  diversas casuísticas,  de variada índole subjetiva u
objetiva, que en un juicio de ponderación y proporcionalidad, excluyen la aprecia-
ción de la ilicitud o ilegitimidad de la intromisión (consta al CTyPDA informe del ins-
tructor del procedimiento de fecha 30 de noviembre de 2023). Así mismo, el Tribu-
nal Europeo de Derechos Humanos considera que el derecho laboral “tiene caracte-
rísticas específicas que deben tenerse en cuenta. La relación empresario-empleado
es contractual con derechos y obligaciones particulares de ambas partes, y se ca-
racteriza por la subordinación jurídica, pero también reconoce que el derecho a la
vida privada, cuyo derecho puede reconducirse al derecho a la intimidad personal
(art. 18.1 CE), presenta características específicas en el ámbito laboral. 

La incorporación de la fotografía a un procedimiento sancionador viene a poner de mani-
fiesto:

 - De una lado, una infracción administrativa para que pueda ser corregida y que no
contribuya a un perjuicio en relación con las competencias y funciones que ha de
desarrollar la propia Administración. Dicha toma por una superior jerárquica se tra-
taría de una contribución a la finalidad de dar cumplimiento por parte del Ayunta-
miento al principio general de actuación de las Administraciones Públicas, entre los
que se encuentra “el servicio efectivo a los ciudadanos”, “responsabilidad por la
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gestión pública”, “eficacia en el cumplimiento de los objetivos fijados” y “eficiencia
en la asignación y utilización de los recursos públicos”. 

- Por otro lado, al ser el/la responsable de una persona empleada pública del Ayun-
tamiento, ha puesto en evidencia situaciones que pueden perjudicar el desarrollo
del trabajo, el clima de trabajo entre compañeros y compañeras, y la imagen de la
institución. Y ese poner “en evidencia puede considerarse también una consecuen-
cia de la aplicación de los principios éticos de los empleados públicos establecidos
en el artículo 53 TREBEP y entre los que se encuentra el que “actuarán de acuerdo
con los principios de eficacia, economía y eficiencia, y vigilarán la consecución del
interés general y el cumplimiento de los objetivos de la organización (art. 53.8 TRE-
BEP) (Dictamen 1/2020 CTyPDA de 3 de junio de 2020). 

SEGUNDA.- Consideraciones jurídicas sobre la posible existencia de infracción. 

Manifiesta el CTyPD que: a fin de determinar si se ha producido una vulneración del princi-
pio de minimización de datos (art. 5.1.c) RGPD), debe valorarse si la finalidad perseguida
del tratamiento requiere la captación de la imagen de la reclamante fuera del centro de
trabajo o podría haberse alcanzado mediante medios menos intrusivos, lo que excluiría la
necesidad de tratar dicho dato. En este sentido, el objetivo invocado por el órgano recla-
mado —el control del cumplimiento de las obligaciones laborales— no justifica el recurso a
un medio excepcionalmente invasivo, como es la toma de fotografías con un teléfono mó-
vil particular, en un espacio público y ajeno al centro de trabajo, tras lo que parece haber
sido un seguimiento individualizado por parte de una superior jerárquica. 

Ese CTyPDA en la expresión “lo que parece haber sido un seguimiento individualizado por
parte de un/una superior jerárquica”, realiza no una valoración objetiva del hecho concreto
que se denuncia, sino que por el contrario procede a introducir valoraciones, más propias
de funciones jurisdiccionales. Por un lado se manifiesta que se limitan exclusivamente a
determinar si se ha producido una infracción en materia de protección de datos, con inde-
pendencia de la valoración que los órganos competentes puedan efectuar respecto de las
pruebas aportados y su forma de obtención en el marco de la potestad disciplinaria, pero
de forma contradictoria analizan y valoran, que la prueba que se introduce, dentro del ex-
pediente disciplinario del que fue objeto la denunciante, no parece proporcionado sino ex-
cesivo y no teniendo en consideración alguna el contexto en el que fue capturada la ima-
gen. 

Añade el CTyPDA que “Adicionalmente, habría sido posible implementar, con las garantías
legales adecuadas (información previa, proporcionalidad y respeto a los derechos funda-
mentales),  un sistema de videovigilancia en el acceso al edificio, que hubiera permitido
realizar un control efectivo del cumplimiento de las obligaciones laborales sin necesidad de
capturar imágenes individualizadas fuera del centro de trabajo”. 

Efectivamente la implantación de medidas técnicas del Ayuntamiento de Andújar requie-
ren un sistema como el recomendado por ese Consejo pero ante la circunstancia de no dis-
poner del mismo, no se ha considerado válido por ese CTyPDA que el único método de con-
trol horario existente es insuficiente, como se ha justificado, para detectar este tipo de in-
fracciones y de incumplimientos que, por otro lado, obedecen a la voluntad de la trabaja-
dora de mantener una conducta apropiada con la dedicación al servicio público. No hay
que olvidar que la persona trabajadora en sus alegaciones iniciales manifestó que no había
salido del edificio y sólo la obtención de dicha foto permitió contrastar los fichajes de en-
trada y salida con la hora en la que fue obtenida, de lo que se derivaba la conclusión del
claro incumplimiento de abandono de su trabajo. 
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Respecto de la afirmación que “en cualquier caso, debe tenerse en cuenta que, si bien la
captación de la imagen se produjo durante el horario laboral, el lugar donde se realizó di-
cha captación —un establecimiento comercial ajeno al centro de trabajo— carecía de vin-
culación funcional o física con las dependencias de la entidad empleadora. Admitir la posi-
bilidad de captar imágenes de las personas trabajadoras en cualquier lugar donde puedan
encontrarse durante su jornada laboral, incluidos espacios públicos o establecimientos pri-
vados sin relación con el entorno profesional, no parece proporcionado, sino excesivo”. 

Numerosas Sentencias tanto de lo Social, como del Tribunal Supremo y en el ámbito labo-
ral, que como anteriormente se dice, presenta características específicas, avalan la incor-
poración de grabaciones con un su teléfono móvil fuera de la puerta del centro de trabajo
(TS Sala 1ª, 678/2014 de 20 de noviembre) o la, también del TS Nº164/2014, Sala de lo Ci-
vil, en casación de inexistencia de intromisión ilegítima por la captación inconsentida de
fotografías en lugares públicos y momentos de la vida diaria de una persona que se apor-
taron como prueba documental en un juicio de faltas”. Así como el DICTAMEN 1/2020 rela-
tivo a la utilización en un procedimiento disciplinario de documentación con datos persona-
les que acompaña a una denuncia, en particular, grabaciones efectuadas por el propio de-
nunciante, en la vía pública. 

TERCERA.- Posible tipificación y prescripción. 

La posible tipificación es calificada, por ese CTyPDA a efectos de prescripción en la LO-
PDGDD como infracción  muy grave por vulneración  sustancial  del  artículo  5.1.c)  RGPD
“Principio de minimización” y, en particular, en el artículo 72.1 a) LOPDGDD: "a) El trata-
miento de datos personales vulnerando los principios y garantía establecidos en el artículo
5 del Reglamento (UE) 2016/679”. 

Así mismo, Infracción tipificada en el artículo 83.5.b) RGPD; y calificada a efectos de pres-
cripción como muy grave en el artículo 72.1 h) LOPDGDD por vulneración sustancial de los
artículos 12 y 13 RGPD, referidos a los “derechos del interesado a la información” 

Así mismo, la infracción no se encuentra prescrita, al haberse producido los hechos con fe-
cha 19 de octubre de 2022. Los plazos de prescripción son de un año para infracciones le-
ves (Art. 74 LOPDGDD), dos años para las infracciones graves (Art. 73 LOPDGDD) y tres
años para las infracciones muy graves (Art. 72 LOPDGDD). 

En primer lugar, se considera de lo expuesto, se ha producido un error en la graduación de
la tipificación de la supuesta infracción administrativa, toda vez que se considera, como
absolutamente desproporcionado, la tipificación de las infracciones como muy graves, con-
siderando que no ha prescrito las supuestas infracciones, lo que da entender que la tipifi-
cación llevada a cabo por el Consejo de Transparencia, responde más a evitar una posible
alegación de prescripción de la infracción administrativa, que a una graduación más ade-
cuada y proporcional, al hecho objeto de la presente. En dicha graduación: 

- Considera en su parecer un “seguimiento individualizado por parte de el/la supe-
rior jerárquica”, cuando se ha expresado el carácter, puntual, fortuito y casual de
la toma, sin tener en cuenta la duración de la infracción y el propósito de la opera-
ción del tratamiento “la incorporación a un procedimiento disciplinario, para el que
se guarda del deber de confidencialidad, con una base legal (art. 6.1 c)) y que tra-
tamiento es necesario para el cumplimiento de una misión realizada en interés pú-
blico o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable del tratamien-
to. Por tanto negamos la intencionalidad que presupone el CTyDPA, en la superior
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jerárquica por las circunstancias del caso expuestas (art. 83.2 a) y b) del Regla-
mento (UE). 

- No se ha tenido en cuenta el grado de cooperación que ha mantenido este Ayun-
tamiento con ese CTyPDA, en toda la fase de actuaciones previas de investigación
(art. 83.2 f) del Reglamento (UE). 

- No se ha tenido en cuenta “el carácter puntual del hecho”, excepcional, dadas las
circunstancias, por lo que no es posible hablar de un carácter continuado. 

- Tampoco se ha valorado la posibilidad de que la conducta de la reclamante ha
podido inducir en la supuesta comisión de una infracción por este Ayuntamiento en
materia de protección de datos. 

- Respecto del “deber de informar” a la persona reclamante del tratamiento de sus
datos, la relevancia del deber de información en el contexto del derecho a la pro-
tección de datos de carácter personal para legitimar la utilización de pruebas vi-
deográficas con fines disciplinarios en el ámbito de las relaciones de trabajo no ha
sido una cuestión pacífica en la jurisprudencia constitucional. Se constata, de este
modo, que en el corto periodo de tiempo transcurrido entre 2013 y 2019 se produ-
jeron tres pronunciamientos que, con el mismo contexto normativo, inciden en la
relevancia del deber específico de información a los trabajadores en este tipo de
casos  llegando  a  conclusiones  divergentes  sin  consensos  definidos.  La  STC
29/2013 sustenta que ese deber forma parte esencial del derecho fundamental del
art. 18.4 CE y que no cabe ser suplido en ningún caso por la información genérica
dirigida al público en general sobre la existencia del sistema de vigilancia. La STC
39/2016 sostiene que existe un deber de información a los trabajadores pero que
no es específico y puede ser cumplido con la información genérica dirigida al públi-
co. La STEDH de 17 de octubre de 2019, por su parte, se inclina por considerar
que, sin perjuicio de que los Estados cuentan con una amplia discrecionalidad para
promulgar legislaciones específicas en la materia garantizado la proporcionalidad
de la medida, el deber de información, aun siendo un elemento de relevancia en la
tutela del derecho, cabe que sea omitido en determinadas circunstancias y este
deber específico solo puede ser excepcionado cuando se haya captado la comisión
flagrante de un acto ilícito (Stcia TConstitucional 119/2022 de noviembre de 2022).

Por todo lo anteriormente expuesto, 

SE SOLICITA, se sirva admitir el presente escrito de alegaciones y con estimación del mis-
mo, proceda a declarar el archivo del expediente sancionador iniciado contra el Excmo
Ayuntamiento de Andújar, por considerar que no se ha cometido las infracciones que se le
imputan en materia de protección de datos .”.

3. Con fecha 7 de enero de 2026 tiene entrada en este Consejo un escrito de la persona recla-
mante indicando, entre otras cuestiones, que sobre los hechos, se había dictado sentencia fir-
me por el Juzgado de lo Social nn de fecha dd/mm/aa, recaída en el procedimiento n.º nnn, do-
cumento que se adjunta, y que se tenga en cuenta su contenido a los efectos oportunos.

4. Con fecha 23 de enero de 2026 se comunicó al órgano incoado la aportación al expediente de
la citada sentencia por la persona reclamante, concediéndole un determinado plazo por, si lo
considerara oportuno, formulase las alegaciones y presentase los documentos y justificantes
que estimara pertinentes.
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5. Con fecha 29 de enero de 2026 tiene entrada en este Consejo las alegaciones del órgano in-
coado a la aportación de dicha sentencia. Concretamente se indica:

“[…] SEGUNDO.- La persona empleada impugno la sanción derivada de dicho expediente
disciplinario a la jurisdicción social, y el procedimiento judicial concluyo con la Sentencia nº
nnn, por la que se estima la demanda presentada por (nombre y apellidos de la persona
reclamante) contra el Ayuntamiento de Andújar. 

Dicha estimación, como se acredita en la referida sentencia, y concretamente en funda-
mento juridico “segundo” no se fundamenta en un análisis del fondo del asunto, sino que
es consecuencia directa de la incomparecencia del letrado de esta Corporación en el acto
del juicio oral. 

TERCERO.- La sentencia aportada por la persona reclamante carece de valor probatorio
para determinar la existencia de una infracción en materia de protección de datos,[...]“

A dicho escrito se acompañaba un correo electrónico al respecto del Letrado- Jefe del Servicio Ju-
rídico del órgano incoado a distintas órganos del mismo.

Sexto. Propuesta de resolución. (art. 89 LPAC). 

1. Finalizada la instrucción del procedimiento, se procedió a realizar la correspondiente propuesta
de resolución, estableciendo el plazo de diez días para la formulación de alegaciones, de conformi-
dad con el artículo 89.2 LPACAP y en relación con el artículo 73.1 de la misma norma.

2. Notificada la propuesta de resolución al órgano reclamado el 12 de marzo de 2026 , éste no
presentó alegaciones.

HECHOS PROBADOS

De los documentos obrantes en el expediente y de las actuaciones practicadas, pueden conside-
rarse como hechos probados:

Primero.  La imagen de la persona reclamante habría sido captada mediante el teléfono móvil de
un/una superior jerárquico/a, en un establecimiento ajeno al centro de trabajo, siendo posterior-
mente utilizada como medio de control laboral en el marco de un procedimiento disciplinario.

Segundo.  Se habría captado la imagen de la persona reclamante a través del teléfono móvil de
un/una superior jerárquico/a, en un establecimiento ajeno al centro de trabajo, siendo utilizada di-
cha imagen para el control de los trabajadores, sin haberse ofrecido previamente información so-
bre el tratamiento.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

Primero. Sobre la competencia.

1. De conformidad con lo previsto en el artículo 57.1 y 64.2 LOPDGDD y el artículo 43.1 LTPA en re-
lación con el artículo 3.1 LTPA corresponde a este Consejo como autoridad autonómica de protec-
ción de datos personales y dentro de su ámbito competencial, el ejercicio de la potestad sancio-
nadora y de los poderes previstos en el artículo 58 RGPD. 
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2. La competencia para la adopción de esta resolución reside en el Director, conforme al art. 48.1.i)
LTPA y el art. 10.3.i) Estatutos.

3. Debe destacarse a su vez que, en virtud del artículo 16.5 del Decreto 434/2015, de 29 de sep-
tiembre, por el que se aprueban los Estatutos del Consejo de Transparencia y Protección de Datos
de Andalucía, “[e]l personal funcionario del Consejo, cuando realice funciones de investigación en
materias propias de la competencia del Consejo, tendrá el carácter de agente de la autoridad”,
con las consecuencias que de aquí se derivan para los sujetos obligados en relación con la puesta
a disposición de la información que les sea requerida en el curso de tales funciones investigado-
ras.

4. Este procedimiento se inicia como consecuencia de una presunta vulneración de la normativa de
protección de datos por parte de una entidad bajo el control del Consejo en lo que respecta al
cumplimiento de dicha normativa. Por ello, en el presente caso, solo serán analizadas y valoradas
aquellas cuestiones planteadas por el reclamante, en relación con la materia de protección de da-
tos personales, que queden incluidas dentro de la esfera de responsabilidad de la mencionada en-
tidad. 

Segundo. Sobre el tratamiento de datos personales. 

1. El Art. 2.1. RGPD dispone: “[e]l presente Reglamento se aplica al tratamiento total o parcialmente
automatizado de datos personales, así como al tratamiento no automatizado de datos personales
contenidos o destinados a ser incluidos en un fichero”.

2. El Art. 4.1 RGPD  define «dato personal» como “[t]oda información sobre una persona física
identificada o identificable («el interesado»); se considerará persona física identificable toda
persona cuya identidad pueda determinarse, directa o indirectamente, en particular mediante
un identificador, como por ejemplo un nombre, un número de identificación, datos de localiza-
ción, un identificador en línea o uno o varios elementos propios de la identidad física, fisiológi-
ca, genética, psíquica, económica, cultural o social de dicha persona”.

Los datos personales a los que se refiere la denuncia son identificativos (imagen).

3. De acuerdo con el Art. 4.2 RGPD, el tratamiento de datos personales es “cualquier operación
o conjunto de operaciones realizadas sobre datos personales o conjuntos de datos personales,
ya  sea  por  procedimientos  automatizados  o  no,  como la  recogida,  registro,  organización,
estructuración,  conservación,  adaptación  o  modificación,  extracción,  consulta,  utilización,
comunicación  por  transmisión,  difusión  o  cualquier  otra  forma de  habilitación  de acceso,
cotejo o interconexión, limitación, supresión o destrucción”.

En este caso, el tratamiento relacionado con la reclamación es captación de la imagen de la
persona reclamante y su posterior incorporación y utilización en un expediente disciplinario
tramitado por la entidad reclamada.

En relación a las operaciones de tratamiento realizadas la entidad reclamada dispone de Re-
gistro de Actividades de Tratamiento, habiendo informado que aquellas operaciones se en-
marcarían en la actividad de tratamiento  “Área 2 Personal y Régimen Interior: “Expedientes
Disciplinarios”.

4. Por último el  Art.  4.7 RGPD considera responsable  del  tratamiento a aquella  “…autoridad
pública, servicio u otro organismo que, solo o junto con otros, determine los fines y medios
del  tratamiento…” Esta  identificación  del  responsable  de  tratamiento  debe  entenderse
completada por la concreción del tercero realizada en el art. 4.10 RGPD, e incluir por tanto a
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las “personas autorizadas para tratar los datos personales bajo la autoridad directa del res-
ponsable…”. 

El responsable de los tratamientos es el Ayuntamiento de Andújar (Art. 4.7 RGPD).

Tercero. Sobre la calificación jurídica de los hechos.

 1. Consideraciones sobre   el tratamiento de los datos de la imagen de la reclamante mediante  un  
móvil para  el control laboral.

1.1  Preceptos infringidos. 

El artículo 5.1.c) RGPD establece el principio de “minimización de datos”, por el cual los datos
personales serán “ adecuados, pertinentes y limitados a lo necesario en relación con los fines
para los que son tratados”.

Este principio no se limita a restringir la cantidad de datos tratados, sino que impone un están-
dar de necesidad y proporcionalidad en relación con la finalidad concreta del tratamiento. En
otras palabras, los datos personales solo pueden ser tratados cuando resulten estrictamente
necesarios para alcanzar un fin legítimo, debidamente determinado y justificado por el respon-
sable del tratamiento. Además, debe evaluarse si dicha finalidad puede lograrse razonable-
mente mediante medios menos intrusivos. 

       Así lo prevé también el Considerando 39 del RGPD, cuando indica:

[...]Los datos personales solo deben tratarse si la finalidad del tratamiento no pudiera lograrse
razonablemente por otros medios. [...]” 

En consecuencia, únicamente podrán tratarse aquellos datos personales que sean adecuados,
pertinentes y no excesivos en relación con el fin específico para el que se recogen o utilizan.
Las categorías de datos seleccionadas para el tratamiento deben limitarse a aquellas estricta-
mente necesarias para alcanzar el propósito declarado. En este sentido, el responsable del tra-
tamiento tiene el deber de restringir la recogida de datos a la información directamente rela-
cionada con la finalidad legítima del tratamiento, sin incurrir en extralimitaciones que pudieran
vulnerar los derechos fundamentales del interesado, como ocurre cuando se recurre a la cap-
tación de imágenes en entornos ajenos al ámbito laboral sin una justificación suficiente.

A su vez, el artículo 5.2 RGPD dicta el principio de “responsabilidad proactiva”, por el que el
responsable del tratamiento será responsable del cumplimiento de los principios establecidos
en el artículo 5.1 RGPD, entre ellos el de minimización.

Por otra parte, el artículo 89 LOPDGDD señala:

“[...] Artículo 89. Derecho a la intimidad frente al uso de dispositivos de videovigilancia y
de grabación de sonidos en el lugar de trabajo.

1. Los empleadores podrán tratar las imágenes obtenidas a través de sistemas de cámaras
o videocámaras para el ejercicio de las funciones de control de los trabajadores o los em-
pleados públicos previstas, respectivamente, en el artículo 20.3 del Estatuto de los Traba-
jadores y en la legislación de función pública, siempre que estas funciones se ejerzan den-
tro de su marco legal y con los límites inherentes al mismo. Los empleadores habrán de in-
formar con carácter previo, y de forma expresa, clara y concisa, a los trabajadores o los
empleados públicos y, en su caso, a sus representantes, acerca de esta medida.
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En el supuesto de que se haya captado la comisión flagrante de un acto ilícito por los tra-
bajadores o los empleados públicos se entenderá cumplido el deber de informar cuando
existiese al menos el dispositivo al que se refiere el artículo 22.4 de esta ley orgánica.

2. En ningún caso se admitirá la instalación de sistemas de grabación de sonidos ni de vi-
deovigilancia en lugares destinados al descanso o esparcimiento de los trabajadores o los
empleados públicos, tales como vestuarios, aseos, comedores y análogos.

3. La utilización de sistemas similares a los referidos en los apartados anteriores para la
grabación de sonidos en el lugar de trabajo se admitirá únicamente cuando resulten rele-
vantes los riesgos para la seguridad de las instalaciones, bienes y personas derivados de la
actividad que se desarrolle en el centro de trabajo y siempre respetando el principio de
proporcionalidad, el de intervención mínima y las garantías previstas en los apartados an-
teriores. La supresión de los sonidos conservados por estos sistemas de grabación se reali-
zará atendiendo a lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 22 de esta ley.”

El citado precepto resulta relevante como criterio interpretativo en materia de tratamiento de
imágenes con fines de control laboral, en cuanto expresa la especial exigencia de proporciona-
lidad, intervención mínima e información previa en este tipo de tratamientos. No obstante, la
valoración jurídica del presente supuesto debe descansar de manera principal en los principios
generales del artículo 5 RGPD y en los deberes de información establecidos en los artículos 12
y 13 RGPD, al no tratarse aquí de un sistema ordinario y preestablecido de videovigilancia la-
boral, sino de la captación puntual de una imagen mediante un dispositivo móvil particular y
su ulterior utilización en un expediente disciplinario.

1.2 Consideraciones jurídicas sobre la existencia de infracción. 

Debemos comenzar señalando que la imagen es un dato personal a tenor de la definición de
dato personal contenida en el artículo 4.1 RGPD. La captación de dicha imagen para su utiliza-
ción en un posterior expediente disciplinario fundamentado en su facultad de control conlleva,
como veremos, la plena aplicación al caso de la normativa de protección de datos.

Debe señalarse, no obstante, que el eventual encuadre abstracto de la finalidad perseguida en
el ámbito del control laboral o disciplinario no excluye, por sí mismo, la necesidad de verificar
si la concreta operación de tratamiento enjuiciada respetó los principios del RGPD. En particu-
lar, la existencia de una finalidad legítima de control de la actividad laboral no habilita cual-
quier modalidad de recogida de datos personales, sino únicamente aquellas que resulten ade-
cuadas, pertinentes y limitadas a lo necesario.

No obstante, aunque el ejercicio de facultades de control laboral o disciplinario pueda compor-
tar el tratamiento de determinados datos personales,  dicho tratamiento se encuentra sujeto a
los principios rectores establecidos en el artículo 5 RGPD. En particular, el principio de minimi-
zación de datos, recogido en el artículo 5.1.c) RGPD, impone que los datos objeto de trata-
miento deben ser adecuados, pertinentes y limitados a lo necesario en relación con los fines
para los que son tratados. 

En el caso que nos ocupa, la captación de una imagen de la persona reclamante por parte de
un/a superior jerárquico/a, mediante un dispositivo móvil y fuera del centro de trabajo, consti-
tuye una recogida de datos manifiestamente desproporcionado. Dicha actuación excede los lí-
mites de lo necesario y vulnera el principio de minimización, al haberse recurrido a un medio
invasivo, cuando existían alternativas menos lesivas para ejercer el control laboral. 
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A fin de determinar si se ha producido una vulneración del principio de minimización de datos
(art. 5.1.c) RGPD), debe valorarse si la finalidad perseguida del tratamiento requiere la capta-
ción de la imagen de la persona reclamante fuera del centro de trabajo o podría haberse alcan-
zado mediante medios menos intrusivos, lo que excluiría la necesidad de tratar dicho dato. En
este sentido, el objetivo invocado por el órgano reclamado (el control del cumplimiento de las
obligaciones laborales) no justifica el recurso a un medio invasivo, como es la toma de fotogra-
fías con un teléfono móvil particular, en un espacio público y ajeno al centro de trabajo, sin
que haya quedado acreditado que dicho tratamiento resultara estrictamente necesario para la
finalidad perseguida.

Existen, de hecho, alternativas menos invasivas y plenamente idóneas, como el uso del siste-
ma de control horario mediante tarjeta de proximidad, ya instalado en el centro de trabajo, el
cual permite registrar tanto entradas como salidas intermedias de los empleados. Así lo reco-
noce el propio Ayuntamiento en sus alegaciones, y puede constatarse en la documentación
aportada, donde figuran registros con denominaciones como “004 - Salidas particulares (Ban-
cos, papeleos…)” o “005 - Entrada asuntos particulares (Bancos, papeleos…)”. Junto a ello, la
entidad podía servirse de otros medios ordinarios de comprobación, tales como la constatación
de la ausencia en el centro de trabajo, la verificación de los registros horarios e incidencias, o
la obtención de declaraciones o informes del personal municipal, sin necesidad de documentar
visualmente a la trabajadora en un entorno ajeno al lugar de prestación de servicios.

En el presente caso, la finalidad perseguida por el/la responsable al fotografiar a la reclamante
—documentar un presunto incumplimiento de su jornada laboral— no justifica, por sí sola, la
adopción de un medio de control tan intrusivo, máxime cuando la imagen fue captada con un
dispositivo personal y no con medios oficiales del Ayuntamiento.

Debe añadirse que el carácter presuntamente puntual o casual de la captación, alegado por la
entidad reclamada, no altera la anterior conclusión. Aun aceptando dialécticamente dicha ver-
sión, la entidad no ha acreditado que el recurso a la imagen fuera necesario en el sentido exi-
gido por el artículo 5.1.c) RGPD, ni que la finalidad perseguida no pudiera alcanzarse razona-
blemente por otros medios menos intrusivos.

En cualquier caso, debe tenerse en cuenta que, si bien la captación de la imagen se produjo
durante el horario laboral, el lugar donde se realizó dicha captación —un establecimiento co-
mercial ajeno al centro de trabajo— carecía de vinculación funcional o física con las dependen-
cias de la entidad empleadora. Admitir la posibilidad de captar imágenes de las personas tra-
bajadoras en cualquier lugar donde puedan encontrarse durante su jornada laboral, incluidos
espacios públicos o establecimientos privados sin relación con el entorno profesional, no pare-
ce proporcionado, sino excesivo, para la finalidad de control especialmente cuando se trata de
personal que desarrolla sus funciones en el interior de instalaciones concretas, y para cuyo
control ya existen mecanismos ordinarios, adecuados y menos intrusivos.

La circunstancia de que la fotografía se incorporara posteriormente a un expediente disciplina-
rio y se utilizara, según la entidad reclamada, con carácter complementario o de refuerzo, tam-
poco elimina la vulneración del principio de minimización, pues precisamente evidencia que no
se trataba de un medio indispensable, sino de un elemento adicional de prueba cuya aporta-
ción no justificaba el plus de injerencia derivado de la captación y uso de la imagen en las con-
diciones descritas.

Por tanto los hechos, podrían suponer una vulneración del principio de minimización de datos
establecido en el artículo 5.1.c) RGPD por las razones expuestas.
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No obstante, debe recordarse que la competencia de este Consejo se limita exclusivamente a
determinar si se ha producido una infracción en materia de protección de datos, con indepen-
dencia de la valoración que los órganos competentes puedan efectuar respecto a las pruebas
aportadas y su forma de obtención en el marco del ejercicio de la potestad disciplinaria por
parte del órgano reclamado.

1.3. Valoración de las alegaciones al acuerdo de inicio, pruebas practicadas o medidas provi-
sionales.

En relación con las alegaciones del órgano incoado debemos comenzar reiterando que la exis-
tencia de potestades municipales de control laboral y disciplinario, así como la posible cobertu-
ra jurídica abstracta del tratamiento de datos personales en el marco de un expediente disci-
plinario, no excluyen la obligación de que cada concreta operación de tratamiento se adecúe a
los principios y garantías establecidos en el RGPD.

No obstante, aunque el responsable del tratamiento pueda recabar y utilizar determinados da-
tos personales para el ejercicio de sus potestades de control y disciplina dicho tratamiento se
encuentra sujeto también a los principios rectores establecidos en el artículo 5 RGPD. En parti-
cular, el principio de minimización de datos, recogido en el artículo 5.1.c) RGPD, que impone
que los datos objeto de tratamiento deben ser adecuados, pertinentes y limitados a lo necesa-
rio en relación con los fines para los que son tratados. 

Por tanto, desde este Consejo no se está negando la potestad disciplinaria del órgano reclama-
do ni la aportación de las pruebas de las infracciones que considere adecuadas al mismo, sino
que lo que se analiza en este expediente sancionador es el cumplimiento o no de la normativa
de protección de datos en relación con una concreta operación de tratamiento llevada a cabo
por el órgano incoado.

En relación con ello se ha de tener en cuenta y así se le indicaba al órgano reclamado en el
Acuerdo de Inicio del expediente sancionador, en este supuesto se llega a la racional conclu-
sión de que existe una infracción en materia de protección de datos personales al considerarse
que se ha vulnerado el artículo 5.1.c)  RGPD, principio de minimización, a lo que se añadía: “No
obstante, debe recordarse que la competencia de este Consejo se limita exclusivamente a de-
terminar si se ha producido una infracción en materia de protección de datos, con independen-
cia de la valoración que los órganos competentes puedan efectuar respecto a las pruebas
aportadas y su forma de obtención en el marco del ejercicio de la potestad disciplinaria por
parte del órgano reclamado”.
 
Dicha alusión se refiere a la valoración que puedan realizar los órganos de la jurisdicción social
o contencioso-administrativa (en caso de que sean funcionarios), en relación con la potestad
disciplinaria ejercida por el órgano reclamado. 

En este sentido se indica la Sentencia del Tribunal Supremo, Sala Cuarta de lo Social, Senten-
cia 692/2022, de 22 de julio, Rec. 701/2021, la cual señala:

 “ [...] Y debemos insistir, también especialmente, en que se trata de examinar la validez
probatoria de la videovigilancia efectuada en un juicio por despido, a la vista de la carga
de la prueba que corresponde al empresario y la consiguiente necesidad de poder aportar
medios pertinentes de prueba,  y no de otras consecuencias que la conducta empresarial
puede tener desde la perspectiva más amplia de la legislación de protección de datos en
su conjunto. En efecto, una cosa es que, en un supuesto de las singulares características
como el  que estamos examinando,  la ausencia de información no deba obligadamente
conducir a la nulidad de la prueba de videovigilancia, necesaria para acreditar el incumpli-
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miento y su autoría, y, otra, que la empresa no pueda ser declarada responsable de un po-
sible incumplimiento de la legislación de protección de datos con las posibles consecuen-
cias administrativas o civiles, o de otra naturaleza, que ello pueda conllevar. “ 

Es decir, independientemente de la admisibilidad o no de la prueba de las imágenes en los tri-
bunales de social, lo que en este expediente sancionador se cuestiona es el cumplimiento del
principio de minimización en el tratamiento de datos personales realizado por el órgano incoa-
do, y con ello si se ha vulnerado  la específica y concreta  normativa de protección de datos
personales.

Una vez realizada esta precisión, se reitera que admitir la posibilidad de captar imágenes de
las personas trabajadoras en cualquier lugar donde puedan encontrarse durante su jornada la-
boral, incluidos espacios públicos o establecimientos privados sin relación con el entorno profe-
sional,  no parece proporcionado,  sino  excesivo,  para  la  finalidad de control  especialmente
cuando se trata de personal que desarrolla sus funciones en el interior de instalaciones concre-
tas, y para cuyo control ya existen mecanismos ordinarios y menos intrusivos.

A ello debe añadirse que dicha foto fue realizada con el móvil particular de la persona respon-
sable, respecto del cual no consta que estuviera integrado en un marco organizativo previa-
mente definido por el responsable del tratamiento para la captación y gestión de este tipo de
evidencias, lo que refuerza el carácter excepcional, no estandarizado y especialmente intrusi-
vo del medio empleado.

En relación con la utilización de métodos menos invasivos y lesivos para ejercer el control labo-
ral, se vuelve a reiterar que a tenor de sus propias alegaciones, el órgano reclamado ya dispo-
ne de un control horario mediante tarjeta de proximidad, el cual permite registrar tanto entra-
das como salidas intermedias de los empleados. Así lo reconoce el propio Ayuntamiento en sus
alegaciones, y puede constatarse en la documentación aportada, donde figuran registros con
denominaciones como “004 - Salidas particulares (Bancos, papeleos…)” o “005 - Entrada asun-
tos particulares (Bancos, papeleos…)”.  Otra cuestión diferente es que órgano incoado se en-
cargue de que dicho sistema sea realmente eficaz y evite que pueda ser eludido por el perso-
nal.

No forma parte de las competencias de este Consejo determinar la forma en la que el órgano
reclamado deba llevar a cabo el control horario ni entrar a valorar los medios de prueba de un
procedimiento disciplinario, el cual, como declara la entidad reclamada, “consta de otros me-
dios de prueba”. Lo que este Consejo está valorando en este caso es si era excesiva el de
prueba uso de la fotografía para control de la persona trabajadora mientras se encontraba en
un establecimiento comercial en las condiciones descritas. 

En este sentido, independientemente de si se trataba de un seguimiento de la persona trabaja-
dora o de un encuentro puntual, se considera que existían medidos menos intrusivos para al-
canzar la misma finalidad.

Para alcanzar la mencionada finalidad hubiera sido suficiente con demostrar que la persona
trabajadora no se encontraba en el lugar de trabajo a la hora en la que era obligatorio estar
presente o justificar reglamentariamente su ausencia.

En este sentido, si la entidad reclamada hubiera puesto la misma diligencia en demostrar que
la persona trabajadora no se encontraba en las dependencias municipales o bien que entró en
las mismas con posterioridad al incidente, la finalidad se hubiera visto plenamente satisfecha
por medios menos intrusivos.
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Por otro lado, como declara la entidad reclamada, la fotografía “se une a un procedimiento ad-
ministrativo disciplinario que consta de otros medios de prueba como se ha expresado ante-
riormente”, entre los que se citan “[d]iligencias de requerimiento a diferentes trabajadores, no
solo a los superiores de la reclamante, sino de trabajadores de los edificios en los que la recla-
mante no cumplía con sus funciones.”

Lejos de desvirtuar la imputación, esta alegación la refuerza, pues si el propio órgano incoado
reconoce la existencia de otros elementos probatorios, la necesidad estricta de la captación y
utilización de la imagen queda todavía menos justificada desde la óptica del artículo 5.1.c)
RGPD.

En relación con otra de las alegaciones, el hecho de que no se hubiera dado publicidad a la ci-
tada fotografía por el órgano reclamado en virtud del principio de confidencialidad, no exime la
apreciación de una infracción, por un principio diferente, como es la vulneración del principio
de minimización en el tratamiento de datos personales.

En relación con la alusión al derecho de protección a la propia imagen y a la jurisprudencia ale-
gada,  se debe señalar que tal protección se fundamenta en el artículo 18.1 de la Constitución
Española, mientras que la materia que nos ocupa, de protección de datos personales,  se fun-
damenta en el apartado cuarto de dicho precepto. 

Es decir,  se trata de materia diferentes contempladas de forma distinta, siendo en nuestro
caso aplicable el RGPD y la LOPDGDD. Recordemos que el ámbito competencial de este Conse-
jo se extiende solamente a aquellas cuestiones planteadas por el reclamante, en relación con la
materia de protección de datos personales, que queden incluidas dentro de la esfera de responsa-
bilidad de esta entidad. 

En relación con la alusión a la valoraciones realizadas en el Acuerdo de Inicio, procede señalar
que tales valoraciones se inscriben dentro de los requisitos previstos en el artículo 64.2. b), en
relación con su artículo 53.2.a) de la LPAC, preceptos dedicados al contenido del Acuerdo de
inicio de un expediente y de los derechos del interesado en el procedimiento sancionador. Así
en el citado documento de inicio, deben figurar los hechos que motivan la incoación del proce-
dimiento y su posible calificación, motivación que en caso como estos donde se manejan con-
ceptos como “minimización”, requieren lógicamente valoraciones jurídicas que, en todo caso,
son tan solo iniciales y como el resto de las valoraciones necesarias realizadas a lo largo del
expediente sancionador, sujetas al posterior control jurisdiccional. 

En cuanto a la alusión a la jurisprudencia invocada, tan solo señalar que, en todo caso, se trata
de materia afecta a la jurisdicción civil,  con aplicación de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de
mayo, de Protección Civil del Derecho al Honor, a la Intimidad Personal y Familiar y a la Propia
Imagen, cuestión diferente a la que nos ocupa, como es protección de datos personales, que
en todo caso se encuentra regulada por el RGPD y la LOPDGDD, y sujeta a la jurisdicción con-
tencioso-administrativa.

Más concretamente, la jurisprudencia invocada por la entidad reclamada puede resultar rele-
vante, en su caso, para la admisibilidad o valoración probatoria de una determinada evidencia
en el proceso laboral o civil, pero no desplaza el examen autónomo de conformidad del trata-
miento con los principios y deberes establecidos en la normativa de protección de datos perso-
nales.

En relación con la aplicabilidad de nuestro Dictamen 1/2020, de 3 de junio, relativo a la utiliza-
ción en un procedimiento disciplinario de documentación con datos personales que acompaña
a una denuncia, en particular, grabaciones efectuadas por el propio denunciante;  se ha de se-
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ñalar, en primer lugar, que dicho dictamen responde a una consulta muy específica; en segun-
do lugar, que en dicho dictamen se parte de una premisa como es que no figuran imágenes de
las personas denunciadas, como sí ocurre en este supuesto.

Así, en la página 2 del mencionado dictamen se indica:

[…] Es preciso señalar, en relación con los vídeos aportados por el denunciante, grabados
en la vía pública, que en los mismos no figura la imagen de las personas denunciadas; [...]

En todo caso dicho Dictamen finaliza indicando:

“(...)los datos aportados en la denuncia pueden ser utilizados por la mencionada Delega-
ción Territorial en un procedimiento disciplinario, siempre que se cumplan los requisitos re-
lativos al tratamiento establecidos en la mencionada normativa, entre los que podrían des-
tacarse:

- Los principios relativos al tratamiento, descrito en el artículo 5 RGPD: "licitud, lealtad y 
transparencia", "limitación de la finalidad", "minimización de datos", "exactitud", "limita-
ción del plazo de conservación", "integridad y confidencialidad" y "responsabilidad proacti-
va".[...].”.

Por tanto, refiriéndose este caso al tratamiento del uso de la imagen y habiéndose vulnerado
el principio de minimización como se ha expuesto, se llega a la conclusión de que dicho dicta-
men no resulta aplicable al supuesto que nos ocupa.

En relación con la, correcta tipificación de las infracciones como muy graves, se ha de señalar
que dicha calificación deriva directamente de la propia tipificación contenida en la LOPDGDD,
tipificación donde la vulneración sustancial del principio de minimización se considera como
falta muy grave ( artículo 72.1.a LOPDGDD en relación con el artículo 83.5.a RGPD), así como
la vulneración sustancial del derecho de información contenido en los artículos 12 y 13 RGPD,
(artículo 72.1.h) LOPDGDD en relación con el artículo 83.5.b RGPD.)

Señala a continuación el órgano incoado diferentes circunstancias a tener en cuenta para la
graduación fundamentadas en el artículo 83.2 RGPD , debiendo señalarse al respecto, en pri-
mer lugar, que dichas circunstancias a tener en cuenta se refieren a las multas administrativas
( “Artículo 83 Condiciones Generales para la imposición de multas administrativas” ), sanción
que dada la naturaleza del órgano reclamado como Administración Local, no resulta posible
imponer de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 77.2 LOPDGDD. En segundo lugar, solo se-
ñalar que, en su caso tales circunstancias hubieran sido aplicables dentro de la graduación
previa de la infracción como muy grave, grave o leve.

En cuanto a la alegada falta de intencionalidad, debe recordarse que el principio de culpabili-
dad resulta aplicable también en el ámbito del derecho administrativo sancionador, sin que
pueda apreciarse aquí ausencia de imputación subjetiva por el mero hecho de que el órgano
incoado alegue la existencia de una finalidad disciplinaria o el carácter puntual de la actuación.
Lo relevante es que la entidad asumió y utilizó en el procedimiento disciplinario una imagen
captada en las condiciones descritas, sin acreditar haber valorado adecuadamente, con carác-
ter previo o concurrente, la necesidad y proporcionalidad de ese concreto tratamiento ni haber
encuadrado dicha actuación en un marco informativo y organizativo suficiente.

En este caso, desde el punto de vista de la normativa de protección de datos, el órgano res-
ponsable no ha actuado con la diligencia exigible, admitiendo la realización de fotografías de
su personal en el exterior del centro de trabajo, con un móvil particular.
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Por último, se aceptan las alegaciones del órgano reclamado respecto a que la sentencia nú-
mero nnn, no constituye una prueba de cargo sobre la comisión de una infracción en materia
de protección de datos personales, en tanto en cuanto, en primer lugar, no se aprecia un pro-
nunciamiento judicial sobre el fondo del asunto y, por otra parte, en coherencia con lo mante-
nido hasta ahora en esta propuesta de resolución, la admisión realizada por un órgano de la ju-
risdicción social, en todo caso, no afecta a la existencia o no de una infracción, en materia de
protección de datos personales,  materia incardinada en el orden jurisdiccional contencioso-ad-
ministrativo.

De acuerdo con todo lo expuesto, entendemos que las alegaciones presentadas no desvirtúan
el contenido esencial de la infracción que se declara cometida ni suponen causa de justifica-
ción o exculpación suficiente.

1.4 Tipificación. 

Los hechos atribuidos al órgano incoado, por las razones expuestas, suponen las siguientes
infracciones a la normativa de protección de datos personales: 

El incumplimiento de las disposiciones relativas a "los principios básicos para el tratamiento,
incluidas las condiciones para el consentimiento a tenor de los artículos 5, 6, 7 y 9" del RGPD
tipificada en el artículo 83.5.a) RGPD; calificada a efectos de prescripción en la LOPDGDD como
infracción  muy  grave  por  vulneración  sustancial  del  artículo  5.1.c)  RGPD  “Principio  de
minimización” y, en particular, en el artículo 72.1 a) LOPDGDD: 

"a) El tratamiento de datos personales vulnerando los principios y garantía establecidos en
el artículo 5 del Reglamento ( UE) 2016/679”.

 2. Consideraciones sobre   la información sobre el tratamiento de la imagen de la reclamante.  

  2.1 Preceptos presuntamente infringidos. 

El artículo 13 RGPD dispone:

“Artículo 13. Información que deberá facilitarse cuando los datos personales se obtengan
del interesado.
 1. Cuando se obtengan de un interesado datos personales relativos a él, el responsable
del tratamiento, en el momento en que estos se obtengan, le facilitará toda la información
indicada a continuación:
a)  la identidad y los datos de contacto del responsable y, en su caso, de su representante;
b)  los datos de contacto del delegado de protección de datos, en su caso; 
c)  los fines del tratamiento a que se destinan los datos personales y la base jurídica del
tratamiento;
d)  cuando el tratamiento se base en el artículo 6, apartado 1, letra f), los intereses legíti-
mos del responsable o de un tercero;
e)  los destinatarios o las categorías de destinatarios de los datos personales, en su caso;
f) en su caso, la intención del responsable de transferir datos personales a un tercer país u
organización internacional y la existencia o ausencia de una decisión de adecuación de la
Comisión, o, en el caso de las transferencias indicadas en los artículos 46 o 47 o el artículo
49, apartado 1, párrafo segundo, referencia a las garantías adecuadas o apropiadas y a los
medios para obtener una copia de estas o al hecho de que se hayan prestado. 
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2. Además de la información mencionada en el apartado 1, el responsable del tratamiento
facilitará al interesado, en el momento en que se obtengan los datos personales, la si-
guiente información necesaria para garantizar un tratamiento de datos leal y transparente:
a)  el plazo durante el cual se conservarán los datos personales o, cuando no sea posible,
los criterios utilizados para determinar este plazo; 
b)  la existencia del derecho a solicitar al responsable del tratamiento el acceso a los datos
personales relativos al interesado, y su rectificación o supresión, o la limitación de su trata-
miento, o a oponerse al tratamiento, así como el derecho a la portabilidad de los datos; 
c)  cuando el tratamiento esté basado en el artículo 6, apartado 1, letra a), o el artículo 9,
apartado 2, letra a), la existencia del derecho a retirar el consentimiento en cualquier mo-
mento, sin que ello afecte a la licitud del tratamiento basado en el consentimiento previo a
su retirada;
d)  el derecho a presentar una reclamación ante una autoridad de control;
e) si la comunicación de datos personales es un requisito legal o contractual, o un requisito
necesario para suscribir un contrato, y si el interesado está obligado a facilitar los datos
personales y está informado de las posibles consecuencias de que no facilitar tales datos; 
f) la existencia de decisiones automatizas, incluida la elaboración de perfiles, a que se re-
fiere el artículo 22, apartados 1 y 4, y, al menos en tales casos, información significativa
sobre la lógica aplicada, así como la importancia y las consecuencias previstas de dicho
tratamiento para el interesado.
3. Cuando el responsable del tratamiento proyecte el tratamiento ulterior de datos perso-
nales para un fin que no sea aquel para el que se recogieron, proporcionará al interesado,
con anterioridad a dicho tratamiento ulterior, información sobre ese otro fin y cualquier in-
formación adicional pertinente a tenor del apartado 2.
4. Las disposiciones de los apartados 1, 2 y 3 no serán aplicables cuando y en la medida en
que el interesado ya disponga de la información. “.

El artículo 89 LOPDGDD señala:

“[...] Artículo 89. Derecho a la intimidad frente al uso de dispositivos de videovigilancia y
de grabación de sonidos en el lugar de trabajo.

[...] Los empleadores habrán de informar con carácter previo, y de forma expresa, clara y
concisa, a los trabajadores o los empleados públicos y, en su caso, a sus representantes,
acerca de esta medida.

En el supuesto de que se haya captado la comisión flagrante de un acto ilícito por los tra-
bajadores o los empleados públicos se entenderá cumplido el deber de informar cuando
existiese al menos el dispositivo al que se refiere el artículo 22.4 de esta ley orgánica.[…]”.

Asimismo, resulta de aplicación el artículo 12 RGPD, en cuanto impone al responsable del tra-
tamiento el deber de facilitar al interesado toda información relativa al tratamiento de sus da-
tos personales de forma concisa, transparente, inteligible y de fácil acceso, con un lenguaje
claro y sencillo.

Debe precisarse, además, que en el presente supuesto la imagen fue obtenida directamente
de la persona afectada mediante su captación, por lo que el régimen informativo aplicable es,
en principio, el previsto en el artículo 13 RGPD, sin perjuicio del valor interpretativo que pueda
reconocerse al artículo 89 LOPDGDD en el ámbito de los tratamientos de imágenes con finali-
dad de control laboral.

2.2  Consideraciones jurídicas sobre la posible existencia de infracción. 
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Si bien el artículo 89 LOPDGDD autoriza al empleador al tratamiento de las imágenes obteni-
das a través de sistemas de cámaras o videocámaras, dicho tratamiento está condicionado a
que se informe a los empleados con carácter previo, y de forma expresa, clara y concisa acer-
ca de esta medida.

En el presente caso, no consta que se haya informado previamente al reclamante sobre la utili-
zación de dicho medio para el control de las personas trabajadoras. Esta conclusión se des-
prende de la respuesta al punto n.º 9 de las actuaciones previas de investigación, a las cuales
nos remitimos. En dicho punto, se formuló la siguiente pregunta:

“9. Procedimiento empleado para informar a los interesados del tratamiento de sus datos
personales (imagen), en cumplimiento de los requisitos exigidos por el RGPD, así como co-
pia del contenido de dicha información y documentación acreditativa de su entrega al re-
clamante o, en su defecto, justificación de la falta de entrega.”

Sin embargo, no se ha acreditado de manera clara que se haya proporcionado dicha informa-
ción al reclamante, lo que sugiere que el órgano reclamado reconoce implícitamente esta omi-
sión. 

Más concretamente, no consta acreditado que la reclamante hubiera recibido, con carácter
previo y de forma suficientemente específica, información sobre la eventual captación y utiliza-
ción de su imagen mediante dispositivos móviles por parte de mandos o superiores jerárquicos
con fines de control laboral o disciplinario, ni tampoco que, una vez obtenida la imagen, se le
facilitara información adecuada sobre ese concreto tratamiento en los términos exigidos por
los artículos 12 y 13 RGPD.

En consecuencia, resulta razonable concluir que la captación de la imagen del reclamante me-
diante un dispositivo móvil, con la finalidad de control laboral y sin una comunicación previa al
respecto, podría constituir una vulneración del deber de información establecida en los artícu-
los 12 y 13 del Reglamento General de Protección de Datos (RGPD).

No desvirtúa esta conclusión la alegación relativa a la posterior aprobación del Registro de Ac-
tividades de Tratamiento o a la existencia genérica de tratamientos de personal o expedientes
disciplinarios en el mismo, pues dicha circunstancia no acredita que, en el momento de obten-
ción de la imagen ni con ocasión de su uso ulterior, la persona afectada hubiera recibido la in-
formación exigible respecto de este tratamiento concreto.

No obstante, cabe recordar que la competencia de este Consejo se limita a determinar la exis-
tencia de una posible infracción en materia de protección de datos, con independencia de la
valoración que los órganos competentes puedan realizar sobre las pruebas aportadas y su for-
ma de obtención en el ejercicio de la potestad disciplinaria por parte del órgano reclamado.

2.3    Valoración de las alegaciones al acuerdo de inicio, pruebas practicadas o medidas provi-
sionales.

En en relación con la alegaciones realizadas sobre el deber de información, se debe indicar
que se debe acudir a la normativa vigente, como fuente del derecho prevista, en primer lugar,
en el artículo 1.1 del Código Civil, la cual en este caso es la LOPDGDD, la cual señala de forma
clara en su artículo 89.1:

“1. Los empleadores podrán tratar las imágenes obtenidas a través de sistemas de cáma-
ras o videocámaras para el ejercicio de las funciones de control de los trabajadores o los
empleados públicos previstas, respectivamente, en el artículo 20.3 del Estatuto de los Tra-
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bajadores y en la legislación de función pública, siempre que estas funciones se ejerzan
dentro de su marco legal y con los límites inherentes al mismo. Los empleadores habrán
de informar con carácter previo, y de forma expresa, clara y concisa, a los trabajadores o
los empleados públicos y, en su caso, a sus representantes, acerca de esta medida.

En el supuesto de que se haya captado la comisión flagrante de un acto ilícito por los tra-
bajadores o los empleados públicos se entenderá cumplido el deber de informar cuando
existiese al menos el dispositivo al que se refiere el artículo 22.4 de esta ley orgánica.[...]”.

Ahora bien, en el presente supuesto la vulneración del deber de información no se fundamenta
exclusivamente en la ausencia del distintivo previsto para los sistemas de videovigilancia del
artículo 22.4 LOPDGDD, ni en la falta de acreditación de un sistema ordinario de cámaras, sino
en la falta de constancia de que la trabajadora hubiera sido informada de manera previa, ex-
presa, clara y suficientemente específica de una modalidad de tratamiento consistente en la
captación y eventual utilización disciplinaria de imágenes obtenidas mediante dispositivos mó-
viles fuera del centro de trabajo.

En consecuencia, aun cuando el artículo 89 LOPDGDD pueda tomarse en consideración como
criterio interpretativo en el ámbito del control laboral mediante imágenes, la imputación se
sustenta aquí, de forma principal, en la omisión del deber de transparencia e información exi-
gido por los artículos 12 y 13 RGPD respecto del concreto tratamiento efectuado.

En relación con la citada jurisprudencia, debemos volver a señalar la citada anteriormente Sen-
tencia del Tribunal Supremo, Sala Cuarta de lo Social, Sentencia 692/2022, de 22 de julio, Rec.
701/2021, la cual tiene en cuenta las citadas sentencias a efectos de admitir la prueba en un
juicio de despido (jurisdicción social), finalizando no obstante con el mismo razonamiento ante-
riormente mencionado de diferenciar a la materia de protección de datos personales. Es decir,
se vuelve a reiterar que independientemente de la admisibilidad o no de la prueba de las imá-
genes en un juicio en los tribunales de lo social, lo que en este expediente sancionador se
cuestiona es el cumplimiento del principio de minimización en el tratamiento de datos perso-
nales realizado por el órgano incoado, y con ello si se ha vulnerado la específica y concreta
normativa de protección de datos personales.

De acuerdo con todo lo expuesto, entendemos que las alegaciones presentadas no desvirtúan
el contenido esencial de la infracción que se declara cometida ni suponen causa de justifica-
ción o exculpación suficiente.

2.4 Tipificación. 

Los hechos atribuidos al órgano incoado, por las razones expuestas, suponen las siguientes
infracciones a la normativa de protección de datos personales: 

El incumplimiento de las disposiciones relativas a  "los derechos de los interesados a tenor de
los artículos 12 a 22” del RGPD tipificada en el artículo 83.5.b) RGPD; calificada a efectos de
prescripción en la LOPDGDD como infracción muy grave por vulneración sustancial de los ar-
tículos 12 y 13 RGPD, “derechos del interesado a la información” y, en particular, en el artículo
72.1 h) LOPDGDD: 
              

h) La omisión del deber de informar al afectado acerca del tratamiento de sus datos personales
conforme a lo dispuesto en los artículos 13 y 14 del Reglamento (UE) 2016/679 y 12 de esta ley
orgánica.”.
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Cuarto. Sobre la identificación de la entidad responsable (art. 89.3 LPAC).

De conformidad con lo previsto en el artículo 70.1 LOPDGDD, se identifica como entidad responsa-
ble de la infracción, al Ayuntamiento de Andújar .

Quinto.  Declaración de la  infracción y medidas a adoptar  (art.  77 LOPDGDD y 58.2
RGPD). 

1. El artículo 77 LOPDGDD establece el régimen sancionador aplicable a determinadas categorías
de responsables o encargados del tratamiento; incluyendo, entre otros a:

“[...]c) [...] las Administraciones de las comunidades autónomas y las entidades que inte-
gran la Administración Local. [...] ”

En el mencionado artículo, en su apartado 2, se señala que:

"Cuando los responsables o encargados enumerados en el apartado 1 cometiesen alguna
de las infracciones a las que se refieren los artículos 72 a 74 de esta ley orgánica, la auto-
ridad de protección de datos que resulte competente dictará resolución declarando la in-
fracción y estableciendo, en su caso, las medidas que proceda adoptar para que cese la
conducta o se corrijan los efectos de la infracción que se hubiese cometido, con excep-
ción de la prevista en el artículo 58.2.i del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Eu-
ropeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016.[...]".

Así, de acuerdo con el artículo 77.2 LOPDGDD, procede declarar la infracción o infracciones an-
tes descritas.

2. Por otra parte, en relación con las medidas que proceda adoptar, el artículo 58.2 RGPD dispone
que:

“Cada autoridad de control dispondrá de todos los siguientes poderes correctivos indica-
dos a continuación: […]

d) ordenar al responsable o encargado del tratamiento que las operaciones de tratamien-
to se ajusten a las disposiciones del presente Reglamento, cuando proceda, de una deter-
minada manera y dentro de un plazo especificado;[…]”.

En el caso que nos ocupa procede ordenar a Ayuntamiento de Andújar que:

- Adopte las medidas que proceda para que cese la conducta o se corrijan los efectos de la infrac-
ción cometida y para evitar que se produzcan situaciones como la que ha dado origen a la recla-
mación que da origen a este procedimiento

 - Remita al Consejo, en el plazo máximo de dos meses tras la notificación de la resolución definiti -
va, la documentación acreditativa de las medidas adoptadas.

Sexto. Notificaciones y comunicaciones. 

En relación con la notificación de la resolución del procedimiento sancionador, el artículo 77.2 LO-
PDGDD dispone que "[l]a resolución se notificará al responsable o encargado del tratamiento, al
órgano del que dependa jerárquicamente, en su caso, y a los afectados que tuvieran la condición
de interesado, en su caso".
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Además, el artículo 77.4 LOPDGDD señala que "[s]e deberán comunicar a la autoridad de protección
de datos las resoluciones que recaigan en relación con las medidas y actuaciones a que se refieren los
apartados anteriores", y el 77.5 LOPDGDD, que "[s]e comunicarán al Defensor del Pueblo o, en su
caso, a las instituciones análogas de las comunidades autónomas las actuaciones realizadas y las re-
soluciones dictadas al amparo de este artículo".

En virtud de todo lo expuesto, el director del Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Anda-
lucía dicta la siguiente,

RESOLUCIÓN

Primero. Declarar que el Ayuntamiento de Andújar, con CIF NNNNN, la cometido la siguiente infrac-
ción:

-Infracción tipificada en el art. 83.5.a) RGPD y calificada a efectos de prescripción como muy gra-
ve en el artículo 72.1.a) LOPDGDD,  por vulneración sustancial del articulo 5.1.c) RGPD referido al
“Principio de minimización” en el tratamiento de datos personales.

      -Infracción tipificada en el artículo 83.5.b) RGPD; y calificada a efectos de prescripción como
muy grave en el artículo 72.1 h) LOPDGDD por vulneración sustancial de los artículos 12 y 13
RGPD, referidos a los “derechos del interesado a la información”.

Segundo.  Ordenar a Ayuntamiento de Andújar  en relación con las medidas que proceda adoptar
para que cese la conducta o se corrijan los efectos de la infracción que se hubiese cometido:

- Adopte las medidas que proceda para que cese la conducta o se corrijan los efectos de la infrac-
ción cometida y para evitar que se produzcan situaciones como la que ha dado origen a la recla-
mación que da origen a este procedimiento

 - Remita al Consejo, en el plazo máximo de dos meses tras la notificación de la resolución definiti-
va, la documentación acreditativa de las medidas adoptadas.

Tercero.  Que se notifique la presente resolución al órgano infractor y a los afectados que tuvieran la
condición de interesado.

Cuarto. Que se comunique la presente resolución al Defensor del Pueblo Andaluz, de conformidad con
lo establecido en el artículo 77.5 LOPDGDD

En consonancia con lo establecido en el artículo 50 LOPDGDD, la presente Resolución se hará pública,
disociando los datos que corresponda, una vez haya sido notificada a los interesados.

El incumplimiento de esta resolución podría comportar la comisión de la infracción considerada en el
artículo 72.1.m) LOPDGDD, sancionable de acuerdo con el artículo 58.2 RGPD. 

Contra esta Resolución, que pone fin a la vía administrativa, cabe interponer recurso potestativo de re-
posición ante este Consejo, en el plazo de un mes, o interponer directamente recurso contencioso-ad-
ministrativo ante el Juzgado de lo Contencioso Administrativo de Sevilla que por turno corresponda, en
el plazo de dos meses, en ambos casos a contar desde el día siguiente al de su notificación, de confor-
midad con lo dispuesto en los artículos 30.4, 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Proce-
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dimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y en los artículos 8.3 y 46.1 de la Ley
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

No obstante, al tratarse de un acto en materia de sanciones, el demandante podrá elegir alternativa-
mente interponer el citado recurso contencioso-administrativo ante el juzgado o el tribunal en cuya cir-
cunscripción tenga aquél su domicilio, siempre entendiendo esta elección limitada a la circunscripción
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, de conformidad con lo dispuesto en los apartados se-
gundo y tercero del artículo 14.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-administrativa.

Conforme a lo previsto en el art. 90.3.a) LPACAP, se podrá suspender cautelarmente la resolución fir-
me en vía administrativa si el interesado manifiesta ante este Consejo su intención de interponer re-
curso contencioso-administrativo y traslada al mismo, una vez interpuesto, la documentación que
acredite su presentación. Si el Consejo no tuviese conocimiento de la interposición del recurso conten-
cioso-administrativo en el plazo correspondiente o en dicho recurso no se solicitara la suspensión cau-
telar de la resolución, se daría por finalizada la mencionada suspensión.

EL DIRECTOR DEL CONSEJO DE TRANSPARENCIA Y PROTECCIÓN DE DATOS DE ANDALUCÍA

La resolución original consta firmada electrónicamente
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